
Segundo: Ordenar la inscripción en el Libro Registro de las Activi-
dades Formativas de la Escuela de Administración Pública de Ex-
tremadura de los certificados extendidos por la Federación de Ser-
vicios Públicos de UGT a los asistentes a dichos cursos, conforme
se establece en el Plan de Formación de la Junta de Extremadura
para 1997.

Tercero: Ordenar la remisión de los certificados a los que se refie-
re en el párrafo anterior al Registro General de Personal para la
inclusión en el expediente personal de los empleados públicos afec-
tados por esta disposición.

Mérida, 13 de julio de 1998.

El Director General de la Función Pública,
JOSE M.ª RAMIREZ MORAN

CONSEJERIA DE BIENESTAR SOCIAL

RESOLUCION de 7 de julio de 1998, de la
Dirección General de Salud Pública y

Consumo, por la que se resuelve la apertura
del procedimiento concursal de oficinas de
farmacia, iniciado por Acuerdo de esta
Dirección General de fecha 17 de octubre
de 1997.

En relación con el procedimiento de apertura de oficinas de far-
macia en distintas localidades de Cáceres y su provincia, iniciado
por Acuerdo de esta Dirección General de fecha 17 de octubre de
1997, se emite la presente Resolución en base a los siguientes an-
tecedentes fácticos y fundamentaciones jurídicas.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.–El Servicio Territorial de Bienestar Social, cumplimen-
tando lo dispuesto en el artículo 3, apartado 3.º del Decreto
121/1997, de 7 de octubre, publicó anuncio en el Diario Oficial
de Extremadura de 7 de marzo de 1998, por el que se sometía
a información pública el procedimiento de apertura de oficinas
de farmacia. El citado trámite de información pública finalizó el
1 de abril de 1998, habiéndose remitido a esta Dirección Gene-
ral, por parte de los Servicios Territoriales, con fecha 7 de abril,
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los correspondientes expedientes administrativos junto con todo
lo actuado.

SEGUNDO.–Con fecha 14 de abril de 1998 se publica en el Diario
Oficial de Extremadura Resolución de 7 de abril del mismo año,
de esta Dirección General, por la que se amplió, por un periodo
de tres meses, el plazo establecido en el artículo 4 del Decreto
121/1997, de 7 de octubre, en relación al procedimiento de aper-
tura de oficinas de farmacia iniciado por Acuerdo de esta Direc-
ción General de 17 de octubre de 1997.

TERCERO.–En el expediente administrativo, al efecto incoado, han
presentado alegaciones las personas físicas y entidades que a con-
tinuación se relacionan:

• CONSEJO GENERAL DE COLEGIOS OFICIALES DE FARMACEUTICOS.
• ASOCIACION PROFESIONAL EMPRESARIOS FARMACEUTICOS DE CA-
CERES.
• COLEGIO OFICIAL DE FARMACEUTICOS DE LA PROVINCIA DE CA-
CERES.
• D. FELIPE SANCHEZ TRANCON.
• D.ª ASUNCION MANZANO SANCHEZ-OCAÑA.
• D.ª ANA MARIA MORENO RIVERO.
• D.ª MARGARITA VILLEGAS LOPEZ.
• D. JOSE JAVIER RUIZ BOTE.
• D.ª MARIA JESUS REBATE ROMERO.
• D.ª CELIA ALVAREZ LUENGO Y VARIOS MAS.
• D.ª MARIA LUZ PULIDO DUQUE.
• D.ª MARIA JESUS MUÑOZ SALGADO.
• D.ª MARIA LOURDES CRUZ VILLALON.
• D.ª MARIA PALOMA SANCHEZ IGLESIAS.
• D.ª MARIA LUZ SANCHEZ VINIEGRA Y D. FCO. JAVIER MATEOS VI-
CENTE.
• D.ª MARIA ISABEL TORRES PEREZ.
• D.ª ANA CID DELGADO.
• D.ª JULIA MARGARITA MANZANO CANELO.
• D.ª MARIA AURORA GONZALEZ ROSADO.
• D.ª CARMEN SAN PEDRO LARRAZABAL.
• D.ª MARIA LOURDES CUMELLA NEBOT.
• D.ª MARIA LUZ SANCHEZ VINIEGRA.
• D. JOSÉ MARIA COLLADO SALADO.
• D. MANUEL ROSADO TATO Y D. ANTONIO SANGUINO COLLADO.
• D. JAVIER PEDRO DIAZ REDONDO.
• D.ª CRISTINA MANZANO CARRILLO Y DOS MAS.
• D.ª MERCEDES ECHAVARRI LOMO.
• D.ª MARIA ANGELES ACEDO FERNANDEZ Y D.ª ANGELA JIMENEZ
ROBLEDO.
• D.ª MARIA CARMEN IBAÑEZ CON.

• D.ª MARIA JESUS MUÑOZ SANCHEZ.
• D.ª MARIA LUISA BERNOY LUCAS.
• D.ª PILAR BARBARA GIL GIRON.
• D. FCO. JAVIER GIL ANTUNEZ.
• D. JUAN CARLOS MATEOS GONZALEZ.
• D.ª MARIA LUZ SANCHEZ VINIEGRA Y VARIOS MAS.
• D. PEDRO CLAROS VICARIO.
• D. EMILIO GONZALEZ GARCIA.
• D.ª MARIA ENCARNACION APARICIO LOPEZ.
• D.ª LUDIVINA MATEOS HORNERO Y VARIOS MAS.

CUARTO.–Las alegaciones presentadas reproducen una serie de
argumentos, reiterados en muchas ocasiones, por lo que pueden
ser objeto de consideración y estudio incluyéndolas en los si-
guientes grupos:

A) Alegaciones relativas a excluir del procedimiento o en su defec-
to, suspender aquellas oficinas de farmacias a instalar en localida-
des sobre las que existen recursos contenciosos-administrativos
pendientes de resolución, lo que podría dar lugar a la apertura de
un número de oficinas de farmacia superior al previsto en la Ley.

B) Las alegaciones que hacen referencia a que no se han tenido
en cuenta los criterios de planificación farmacéutica en función de
las Zonas de Salud, demanda asistencial, dispersión geográfica y
densidad de población, entendiéndose igualmente, que con arreglo
a dichos criterios las diferentes Zonas de Salud están perfectamen-
te atendidas con las oficinas de farmacia existentes.

C) Alegaciones que ponen de manifiesto que no se cumple el mó-
dulo de 1.800 habitantes en relación con la población existente
dentro del núcleo donde la Administración ha fijado los distintos
emplazamientos.

D) Las que afirman que se han aplicado unos módulos de pobla-
ción muy inferiores a los establecidos, con carácter general y para
todo el territorio nacional, por la legislación estatal.

E) Alegaciones que aluden al incumplimiento de los requisitos de
distancias, proponiendo, en su caso, emplazamientos alternativos, o
considerando las ubicaciones arbitrarias, o que inciden sobre el nú-
cleo de población para las que fue autorizada en su día la insta-
lación de su oficina de farmacia, o proponen que los emplazamien-
tos se ubiquen en zonas de mayor expansión urbanística, que es
donde se vienen trasladando los respectivos habitantes.

F) Alegaciones relativas a que existen botiquines que atienden a
localidades donde se propone la apertura de una oficina de far-
macia.

G) Alegaciones que cuestionan que el régimen de concurso no es
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el apropiado para otorgar autorizaciones de oficinas de farmacia,
que a un licenciado en farmacia no se le puede exigir, para el
ejercicio de su profesión, superar un concurso de méritos, que no
se puede excluir del concurso a los farmacéuticos mayores de 65
años, no pudiéndose, igualmente, prohibir la transmisión de las ofi-
cinas de farmacia, al infringir todo ello la legislación estatal.

H) Las relativas a que la población de hecho, flotante, estacional o
de temporada, certificada por las Secretarías de los Ayuntamientos,
se ha de acreditar en virtud de datos reales y objetivos y no me-
diante apreciaciones meramente subjetivas.

I) Las que se refieren a las oficinas de farmacias abiertas al am-
paro de la Disposición Transitoria Segunda de la Ley 3/1996, de
Atención Farmacéutica de la Comunidad Autónoma de Extremadura
(en adelante LAFCAE), o entienden que debe convocarse un concur-
so limitado para las solicitudes denegadas en vía administrativa y
pendientes de recurso contencioso-administrativo.

Como alegaciones concretas, de mayor relevancia a la hora de dic-
tar la presente Resolución, se consideran las dos que a continua-
ción se exponen:

J) La formulada por el Colegio Oficial de Farmacéuticos de la pro-
vincia de Cáceres relativa a que el número de habitantes de dicho
municipio es de 76.938, y no 77.768 como consta en el expedien-
te, por lo que proponen que el número de oficinas de farmacia a
convocar en dicho municipio sería de nueve y no de diez.

K) Las presentadas por don Francisco Javier Gil Antúnez y don
Juan Carlos Mateos González, relativas a la oficina de farmacia de
Montehermoso. Respecto a las mismas, aunque en el expediente
obra certificado de la Secretaría de dicho Ayuntamiento, en el que
se indica «que según datos estimativos, la población estacional es-
tá cuantificada en los siguientes términos: meses de julio y agosto:
800 habitantes más de la población oficial», los alegantes aportan
certificados suscritos por la Secretaría citada y que refieren que la
población de derecho y de hecho es la misma, es decir, 5.368 ha-
bitantes.

FUNDAMENTACIONES JURIDICAS

1.ª) En cuanto a las alegaciones referidas en el Hecho Cuarto,
apartado A), el artículo 57 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, establece que los actos de las
Administraciones Públicas se presumirán válidos y producirán efec-
tos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se dispon-
ga otra cosa.

Mencionado artículo consagra el denominado principio de ejecutivi-

dad, mediante el cual y por regla general, los actos administrativos
son inmediatamente ejecutivos, estando revestidos de una presun-
ción de veracidad y legitimidad, sin que la interposición de cual-
quier tipo de recurso suspenda la efectividad de las resoluciones.

Cualquier otro tipo de interpretación convertiría en imposible la
aplicación de la LAFCAE, en los preceptos relativos a aperturas de
nuevas oficinas de farmacia, habida cuenta del número ingente de
recursos contenciosos-administrativos que actualmente se encuen-
tran en distintas fases de tramitación procesal; por todo lo cual,
procede desestimar todas las alegaciones al respecto.

2.ª) Las alegaciones reflejadas en el apartado B) del Hecho Cuarto,
tampoco pueden tener favorable acogida, pues por parte de esta
Consejería, en contra de lo alegado, sí se han tenido en cuenta,
tanto la demanda asistencial como el derecho de los ciudadanos a
recibir una adecuada prestación del servicio farmacéutico.

En tal sentido, en aquellos municipios y entidades locales de ámbi-
to inferior, con población superior a 400 habitantes, donde no
existía oficina de farmacia, se ha procedido, por imperativo del ar-
tículo 10 de la LAFCAE, a ubicar una oficina de farmacia, siendo
indudable que este hecho mejora ostensiblemente el nivel de pres-
tación del servicio farmacéutico, puesto que, actualmente tal servi-
cio no existía o venía siendo prestado por un botiquín.

En lo relativo a los emplazamientos establecidos en los núcleos ur-
banos de mayor población, igualmente, se ha pretendido garantizar
la adecuada prestación del servicio farmacéutico, eligiendo zonas
urbanas donde no existen oficinas de farmacia; siendo evidente que
sus habitantes padecen, cuando menos, una incomodidad geográfica
en el acceso al servicio farmacéutico, superior al del resto de ha-
bitantes de la ciudad, todo ello armonizándolo con la necesidad de
respetar el requisito de distancias legalmente impuesto, en salva-
guarda de los intereses de los farmacéuticos ya establecidos.

3.ª) Frente a las alegaciones formuladas en el apartado C) del He-
cho Cuarto, cabe oponer que el requisito de 1.800 habitantes vie-
ne referido, en el artículo 10 de la LAFCAE, al conjunto de entida-
des poblacionales reflejadas en dicho precepto, es decir, municipios,
entidades locales menores, poblados, pedanías o cualquier otra de
ámbito inferior al municipio contemplada en la legislación de régi-
men local, por lo que no cabe considerar el número de habitantes
existentes en un conjunto de calles dentro de dichas entidades y,
en consecuencia, procede desestimar este tipo de alegaciones.

4.ª) Las alegaciones contenidas en el apartado D) del Hecho Cuar-
to, deben ser igualmente rechazadas, ya que el módulo de 2.800
habitantes del artículo 2.3 de la Ley Estatal 16/1997, de 25 de
abril, no es un precepto básico, según establece su Disposición Fi-
nal Primera, amén de que el segundo párrafo del artículo 2.3 cita-
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do faculta a las Comunidades Autónomas para establecer módulos
de población inferiores en aquellas zonas en las que sus caracte-
rísticas geográficas, demográficas o sanitarias, así lo demanden, por
lo que no existe contradicción entre el módulo establecido en la
LAFCAE y el que contempla la legislación estatal, sin carácter de
básico.

5.ª) En lo que atañe a las alegaciones del apartado E) del Hecho
Cuarto, cabe reproducir los argumentos expuestos en la fundamen-
tación jurídica segunda, sin perjuicio de que la distancia de 250
metros respecto de otras oficinas de farmacia y centros sanitarios
es un requisito legal cuyo cumplimiento quedará, en todo caso, ga-
rantizado en la fase procedimental de designación de local, por lo
que no procede estimar las alegaciones al respecto.

6.ª) También deben fracasar las alegaciones referidas en el aparta-
do F) del Hecho Cuarto, puesto que la legislación vigente, al igual
que ocurría con la anterior, contempla el cierre de los botiquines
en el momento en que se abra una oficina de farmacia en la lo-
calidad donde esté instalado, lo que sin duda alguna supone una
mejora en la prestación del servicio farmacéutico.

7.ª) Tampoco pueden prosperar las alegaciones contenidas en el
apartado G) del Hecho Cuarto, toda vez que el sistema concursal
es el establecido en el artículo 11 de la LAFCAE, precepto que re-
coge, igualmente, la prohibición de concursar a los farmacéuticos
con más de 65 años y la renuncia de otra u otras autorizaciones
para el caso de resultar adjudicatarios, precepto plenamente vigen-
te y que esta Administración tiene obligación de aplicar por impe-
rativo del artículo 9.1 de la Constitución Española.

8.ª) Las alegaciones recogidas en el apartado H) del Hecho Cuarto,
sólo afectarían al municipio de Losar de la Vera, respecto al cual
la certificación de población obrante en el expediente se considera
suficiente, siendo además notorio el fuerte incremento poblacional
que en las épocas turísticas experimenta este municipio, no ha-
biéndose formulado alegaciones concretas al respecto.

9.ª) La improcedencia de tener en cuenta las alegaciones recogidas
en el apartado I) del Hecho Cuarto, se fundamenta en el hecho de
que estas oficinas de farmacia siguen abiertas por una autoriza-
ción expedida al amparo de una norma con rango de Ley, no
siendo de aplicación y, por tanto, no procediendo un concurso res-
tringido para aquellos peticionarios que en su día obtuvieron una
resolución administrativa desfavorable.

10.ª) Procede estimar la alegación formulada por el Colegio Oficial
de Farmacéuticos de la provincia de Cáceres y reflejada en el
apartado J) del Hecho Cuarto de la presente Resolución, puesto
que si bien es cierto que el censo de habitantes que hay que te-
ner en cuenta es el vigente en el momento de inicio del procedi-

miento, nada obsta a tener en consideración el certificado expedi-
do por la Secretaría del Ayuntamiento de Cáceres en la fecha en
que se abrió el periodo de alegaciones, certificado que acredita un
descenso respecto al emitido en el momento de iniciarse el proce-
dimiento, siendo procedente, con el fin de ajustar la ratio legal a
la realidad, eliminar una de las oficinas de farmacia convocadas en
el municipio de Cáceres. En tal sentido y siendo ciertos los argu-
mentos contenidos en varias de las alegaciones formuladas referi-
dos al desplazamiento de la población del municipio de Cáceres
hacia las nuevas urbanizaciones, se considera procedente eliminar
una de las oficinas de farmacia con ubicación en el centro de la
ciudad y, en concreto la consignada con el número 9, Avenida de
Hernán Cortés, en el anuncio de 11 de febrero de 1998, del Servi-
cio Territorial de Cáceres, por el que se sometió a información pú-
blica el procedimiento de apertura.

11.ª) También deben tener acogida favorable las alegaciones for-
muladas por don Francisco Javier Gil Antúnez y don Juan Carlos
Mateos González, relativas a la apertura de una nueva oficina
de farmacia en Montehermoso, pues de acuerdo con los argu-
mentos reflejados en el apartado K) del Hecho Cuarto, no parece
quedar constatada la existencia de población de hecho, flotante,
estacional o de temporada, al existir datos que pudieran resul-
tar contradictorios, por lo cual los más elementales principios de
cautela aconsejan eliminar la oficina de farmacia emplazada en
dicha localidad.

A tenor de los antecedentes de hecho y fundamentaciones jurídicas
invocadas y en uso de las atribuciones conferidas:

R E S U E L V O

1.º) Abrir el procedimiento concursal en relación con las oficinas
de farmacia y sus emplazamientos, que figuran como Anexo a la
presente Resolución.

2.º) Acumular en una sola convocatoria las oficinas de farmacia
susceptibles de instalarse en las provincias de Cáceres y Badajoz, a
cuyo efecto se publicará en el Diario Oficial de Extremadura la
convocatoria correspondiente.

Contra la presente Resolución cabe interponer recurso ordinario
ante el Excmo. Sr. Consejero de Bienestar Social, en el plazo de un
mes a contar desde su notificación o publicación en el Diario Ofi-
cial de Extremadura.

Mérida, 7 de julio de 1998.

El Director General de Salud Pública y Consumo,
PEDRO LUIS RUBIO NUÑEZ 
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